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Santiago de Cali,  13 de Marzo de 2017. 
1100.23.01.17.101 
 
 
 
 
Señora 
ALICIA  OSORIO GONZALEZ 
Veedora Ciudadana 
Avenida 2 Oeste No. 13 – 94 
Barrio Santa Rita 
 
Asunto: Su Requerimiento No. 796 – 2016 V.U. 17733 “Tema de prescripción de la 
obligación de pago por el trascurso de 5 años contados a partir del año 2009 – 
Documento adjunto de Audiencia Ciudadana” 
  
 
Cordial saludo, 
 
En atención a su derecho de petición impetrado ante este Órgano de Control el 25 
de Octubre radicación V.U. 17733 y su correspondiente anexo, dirigido al señor 
Contralor General de Santiago de Cali, le manifestamos lo siguiente:  
 
Una vez analizados los documentos allegados por usted y los remitidos por la 
Secretaría de Infraestructura y Valorización y el Departamento Administrativo de 
Hacienda Municipal – Subdirección de Rentas de Tesorería, en respuesta a los 
diferentes oficios librados por esta Dirección Técnica, tendientes a  esclarecer los 
hechos denunciados, se obtuvieron los siguientes resultados, los cuales se 
plasmarán en el presente escrito, no sin antes hacer algunas precisiones frente a 
la competencia que le asiste a la Contraloría General de Santiago de Cali, de 
conformidad  con los postulados normativos que rigen el control fiscal así: 
 
 La Constitución Política de Colombia en su artículo 267 consagra: 
 

“Art. 267. El Control Fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría 

General de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la Administración y de 
los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la  Nación” 

 
Seguidamente, el artículo 272 de la citada Carta Señala: 
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“La vigilancia de la gestión fiscal de los Departamentos, Distritos y Municipios 

donde haya Contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en forma posterior 
y selectiva” (Negrillas propio para resaltar). 

 
Así mismo, la Ley  610 de Agosto 15 de 2000 “Por la cual se establece el trámite 
de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías”, en 
su artículo 3º consagra: 
 

“Artículo 3. Gestión Fiscal. Para los efectos de la presente ley, se entiende por 
gestión fiscal el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, 
que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que 
manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y 
correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, 
explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición 
de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus 
rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los 
principios de legalidad, eficiencia, eficacia, economía, equidad, imparcialidad, 

moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos ambientales” 
 
El artículo 4º ibídem reza: 
 

“Artículo 4º. Objeto de la Responsabilidad Fiscal. La responsabilidad fiscal tiene 
por objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público, 
como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión 
fiscal mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el 
perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal. Para el establecimiento de la 
Responsabilidad en cada caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento de los 

principios rectores de la función administrativa y de la gestión fiscal” 
 
Y más adelante agrega: 
 

“Artículo 6º. Daño Patrimonial al Estado. Para efectos de esta ley se entiende 

por daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, 
representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida 
o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses 
patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, 
ineficaz, ineficiente, e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al 
cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, 
particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto 
de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. Dicho daño podrá 
ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la persona 
natural o  jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan 
directamente o contribuyan al detrimento al patrimonio público” (Negrillas propio 
para resaltar)  

  
De los postulados Constitucionales y legales antes señalados, se desprende que el 
control que ejercen las Contralorías Municipales, corresponde a un control 
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posterior sobre la gestión fiscal ejercida por los sujetos y/o puntos de control, para 
el caso que nos ocupa se centrará en determinar si el Municipio de Santiago de 
Cali en desarrollo del proceso de cobro por concepto de la Contribución de 
Valorización – Obra 556 denominada 21 MEGAOBRAS, decretó la prescripción de 
la acción de cobro y en consecuencia liberó los correspondientes actos 
administrativos de declaración de la prescripción de la acción de cobro de la 
obligación y determinar si con esta situación el Municipio de Santiago de Cali fue 
objeto de daño patrimonial por su actuar doloso o culposo. Así las cosas, compete 
a este Órgano de Control  verificar que el Municipio de Santiago de Cali haya 
decretado los correspondientes actos administrativos de prescripción de la acción 
de cobro de la obligación por concepto de la ya señalada Contribución, y que éste  
obedeció a una gestión fiscal de cobro inadecuada, ineficiente e inoportuna. 
 
Del documento dirigido al Contralor de Santiago de Cali, se desprenden seis (6) 
interrogantes, los cuales fueron resueltos dentro de la misma audiencia de 
participación ciudadana; por lo anterior, nos ocuparemos sólo número seis 
relacionado con la prescripción, así:  “Prescripción de la obligación de pago por el 
trascurso de 5 años contados a partir del año 2009”, no sin antes precisa que el 
proceso de cobro se encuentra en ejecución por parte del Municipio de Santiago 
de Cali - Departamento Administrativo de Hacienda – Subdirección de Tesorería 
de Rentas: 
 

“6. ¿Qué le recomienda a los ciudadanos a quienes el Municipio les haga procesos 

fiscales? 
 
Hacer un estudio muy detallado de su situación particular para verificar fecha de las 
notificación, de la apelación si la hubo, de la respuesta si se dio, para establecer si 
hay prescripción de la acción porque han trascurrido más de 5 años sin que la 
administración instaure el proceso, si la modificación del Acuerdo 241 le fue 
notificada o nó y por supuesto los demás argumentos que considere convenientes 
(…)” (Negrillas propio para resaltar). 

 

Y más adelante, en el mismo documento en el título: “SOBRE LA 
PRESCRIPCIÓN”, cuando relaciona las excepciones, en los numerales 6 
“prescripción de la acción de cobro”, y  7 “La falta de título ejecutivo o 
incompetencia del funcionario que lo profirió”, se dice lo siguiente: 
 

“(…) Tenemos que la Administración de Santiago de Cali, emitió una serie de 
actos administrativos encaminados a obtener como sea el pago de la 
obligación a cargo de los contribuyentes, tratando de implementar la acción de 
cobro de una obligación que se encuentra prescripta, por mandato legal, 
modificando en diversos tiempos y por diferentes razones la Resolución 
generadora de esa obligación pretendiendo así alterar el término legal de la 
prescripción, como lo demuestro a continuación (…). Con estos actos 
administrativos, según la Secretaría de Infraestructura y Valorización, se amplió el 
plazo de los cinco años que se cumplía en el 2014, un año más, es decir hasta el 
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año 2015 para el pago de la  contribución y aplicó la cláusula aceleratoria a los 
contribuyentes que nunca pagaron, haciendo exigible el pago de la contribución 
(…)”  (Negrillas propio para resaltar). 
 

También se consigna en el citado documento, lo siguiente:  
 
“(…) Como consecuencia de lo anterior, la Administración del Municipio de 
Santiago de Cali, no puede continuar pretendiendo que no se encuentra 
prescrita la Acción de Cobro de la obligación de pagar la contribución 
contenida en las Resoluciones en comento, pero que sin embargo vemos 
como el Municipio utiliza las modificaciones hechas a la Resolución como 
generadora para efectuar el cobro contenido  en el mandamiento de pago 
que está enviando a los contribuyentes, incurriendo en una conducta violatoria 
de la Constitución y la Ley (…)”  (Negrillas  y subrayado propio para resaltar). 
 
 

Obsérvese como de lo consignado en el plurimencionado documento se evidencia 
la existencia de sendos actos administrativos que ha proferido la Administración 
Municipal de Santiago de Cali, tendientes a obtener el pago de la obligación por 
concepto de la Contribución de Valorización – Obra 556 denominada 21 
MEGAOBRAS, actos administrativos que gozan del principio de presunción de 
legalidad y hasta tanto no sea declarada su nulidad son de obligatorio 
cumplimiento; así mismo, las citadas Resoluciones modificatorias de los tiempos 
para el cobro y pago de la obligación dan crédito que para la obligación en 
comento la Administración Municipal de Santiago de Cali no ha declarado los actos 
administrativos de prescripción de la acción de cobro y en consecuencia no se ha 
producido daño patrimonial alguno.  
 
Del mismo modo, pudo verificar el equipo auditor a través de respuesta dada al 
requerimiento  elevado por esta Dirección Técnica a la Subdirectora de Tesorería 
de Rentas – Departamento Administrativo de Hacienda, y a través de visita fiscal 
realizada el día 31 de enero de la presente anualidad, que dicha Subdirección en 
la actualidad cuenta con 23.283 procesos de cobro coactivo iniciados mediante 
la emisión de Mandamientos de Pago, los cuales fueron debidamente notificados 
conforme al procedimiento establecido en el Estatuto Tributario Municipal, Decreto 
Extraordinario 139 de 2012, para lo cual anexaron CD con la relación de actos 
administrativos que así lo prueban. Igualmente, se pudo obtener información sobre 
el recaudo total pagado de la Contribución de Valorización Plan Obras 556 “21 
MEGAOBRAS”  a diciembre 31 de 2015, correspondiente a los predios 
trasladados por parte de la Secretaría de Infraestructura y Valorización Municipal 
en un total de 1.426 predios, por valor de $1.848.914.482. 
 
Se consigna también en el citado oficio de respuesta, número de radicación  
4131.0.30.13.1.953.000109 del 10 de enero de 2017, que el Municipio de Santiago 
de Cali - Subdirectora de Tesorería de Rentas – Departamento Administrativo de 
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Hacienda, no ha emitido actos administrativos mediante los cuales se haya 
decretado y/o concedido la figura de la prescripción de la Acción de Cobro. 
 
Bajo los anteriores postulados normativos y las diferentes gestiones 
administrativas adelantadas por la Administración Municipal, es trascendental el 
tema que nos ocupa, si tenemos en consideración que el control a la Gestión 
Fiscal que realizan los servidores Estatales, entidades o particulares que manejen 
fondos o recursos públicos, debe aplicarse siguiendo estrictamente los mandatos 
Constitucionales y Legales vigentes, así como la Jurisprudencia que, sobre la 
materia, han difundido los Altos Tribunales. 
 

La Honorable Corte Constitucional a través de la Sentencia C – 113 de 1999, 
Magistrado Ponente doctor JOSÉ GREGORIO HERNANDEZ GALINDO indicó 
que las contralorías no pueden interferir ni invadir la órbita de competencias 
propiamente administrativas, como tampoco asumir una responsabilidad 
coadministradora que la Constitución Política no ha previsto; en aras de garantizar 
la absoluta integridad y objetividad en el ejercicio de la vigilancia que les ha 
asignado. 
 
Sostuvo la Alta Corte en la citada Sentencia lo siguiente: 
 

“(…)La tarea de entes como las contralorías no es la de actuar dentro de los 
procesos internos de la Administración cual si fueran parte de ella, sino 
precisamente la de ejercer el control y la vigilancia sobre la actividad estatal, a 
partir de su propia independencia, que supone también la del ente vigilado, sin 
que les sea permitido participar en las labores que cumplen los órganos y 
funcionarios competentes para conducir los procesos que después habrán de ser 
examinados desde la perspectiva del control. De lo contrario, él no podría 
ejercerse objetivamente, pues en la medida en que los entes controladores 
resultaran involucrados en el proceso administrativo específico, objeto de su 
escrutinio, y en la toma de decisiones, perderían toda legitimidad para cumplir 
fiel e imparcialmente su función.  (…)” (Subrayado y resaltado fuera de texto)” 

 
Advirtió que el control que nos han encomendado, es de carácter posterior, motivo 
por el cual resultaba evidente que nos está vedado participar en los procesos de la 
Administración de manera previa o simultánea, porque nuestras funciones 
empiezan justamente cuando aquella culmina la suya, esto es, cuando ha 
adoptado sus propias decisiones. 
 

Por medio de la Sentencia C – 716 de 2002, Magistrado Ponente doctor MARCO 
GERARDO MONROY CABRA, dejando de lado las críticas al control previo, 
indicó que el régimen del control posterior adoptado por la Constitución Política de 
1991 se encontraba consagrado en el Artículo 267 de la Carta y que sus 
características han sido definidas en el Artículo 5º de la Ley 42 de 1993, 
normatividad que prescribe sus aspectos más relevantes, a saber: 
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“(…)   
 
ARTICULO 5o. Para efecto del artículo 267 de la Constitución Nacional se entiende 
por control posterior la vigilancia de las actividades, operaciones y 
procesos ejecutados por los sujetos de control y de los resultados obtenidos por 
los mismos. Por control selectivo se entiende la elección mediante un procedimiento 
técnico de una muestra representativa de recursos, cuentas, operaciones o 
actividades para obtener conclusiones sobre el universo respectivo en el desarrollo 
del control fiscal. 
  
Para el ejercicio del control posterior y selectivo las contralorías podrán realizar las 
diligencias que consideren pertinentes. (…)” (Subrayado y resaltado por fuera de texto) 
 
 (…) 

 
Proceder en sentido contrario implicaría el quebrantamiento de normas de rango 
constitucional, extralimitando la competencia legalmente asignada, como lo corrobora 
el Artículo 6º Superior, que preceptúa lo siguiente: 

 
(…)” (Subrayado y resaltado por fuera de texto) 

 

Por último, es menester traer a colación el pronunciamiento hecho por vía 
jurisprudencial por la Alta Corte Constitucional, cuando  mediante Sentencia S.U. 
620 de 1996, con ponencia del Magistrado doctor ANTONIO BARRERA 
CARBONELL, se sostuvo que: 
 

“el proceso  que nos ocupa conduce a obtener una declaración jurídica, en la 
cual se precisa con certeza que un determinado servidor público o particular 
debe cargar con la consecuencias que se derivan por sus actuaciones 
irregulares en la gestión  fiscal que ha realizado y que está obligado a reparar el 
daño causado al erario público, por su conducta dolosa o culposa (…)”(Negrillas 
`propio para resaltar). 

 
En dicha sentencia, se determinó que debe acudirse a las reglas generales 
aplicables en materia de responsabilidad para la estimación del daño, por lo tanto, 
señaló que, entre otros factores que han de valorarse debe considerarse que 
aquél ha de ser cierto, especial, anormal, y cuantificable con arreglo a su real 
magnitud, exigiendo, en consecuencia, que en el proceso de determinación del 
monto del daño, ha de establecerse su dimensión y examinarse si, eventualmente, 
a pesar de la gestión fiscal irregular, la Administración obtuvo o no algún  
beneficio.  
 
De lo consagrado por la Alta Corte, se colige que en materia de responsabilidad 
fiscal, una de las características esenciales del daño, es la certeza del mismo, lo 
cual se opone al daño hipotético o eventual, en el cual no es posible determinar si 
se producirá el incidente que dará lugar a la obligación de reparar el daño, pues se 
encuentra fundado en suposiciones o conjeturas. 
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La Corte en Sentencia C – 150/93, se pronunció sobre la referida problemática en 
los siguientes términos: 
 

“(…) La veracidad de la existencia de algo no concluye con la percepción del 
mismo, tan solo es el inicio en la búsqueda de la verdad. Se requiere que 
exista un cuestionamiento para que el hecho adquiera firmeza. Este proceso se da 
en todas las manifestaciones del intelecto humano. La contradicción es la 
incompatibilidad de dos proposiciones, que no pueden ser a la vez verdaderas, 
por cuanto una de ellas afirma o niega lo mismo. Así, el principio de contradicción 
ha sido definido por la doctrina como el fundamento lógico y metafísico que 
establece, como uno de los criterios de la verdad, la imposibilidad absoluta de ser 
o no ser algo al propio tiempo en el mismo lugar y con identidad completa de las 
demás circunstancias. Constituye un elemento de interpretación jurídica. 

 
(…) 

 
A través de las diferentes etapas del proceso penal, la prueba que se ha recogido 
no crea en el juez la certeza o el convencimiento subjetivo sobre la existencia del 
hecho punible o de la responsabilidad del sindicado. De allí que el artículo 247 del 
Código de procedimiento Penal exija, para poder dictar sentencia condenatoria 
que obre en el proceso la prueba que dé certeza sobre el hecho punible y sobre la 
responsabilidad del procesado. La certeza sólo se logra mediante el ejercicio 
del derecho de contradicción como uno de los elementos del derecho de 
defensa (…)” (Negrillas propio para resaltar) 

 
Del mismo modo el Alto Tribunal de lo Constitucional, mediante Sentencia No.       
C – 840 de 2001 con ponencia del Magistrado doctor JAIME ARAUJO RENTERIA, 
al referirse a la citada disposición (Daño patrimonial), expresó que la misma 
destaca el daño como fundamento de la responsabilidad fiscal, de modo que si no 
existe un perjuicio cierto, un daño fiscal, no hay cabida para su declaración. 
 
De lo consignado en su derecho de petición y su correspondiente anexo, y el 
análisis a los diferentes postulados jurisprudenciales y Legales, se desprende y 
así se verificó, que en el caso que nos ocupa, no se constituye el elemento 
característico y regla general aplicable al proceso de responsabilidad fiscal cual es 
la certeza del daño. Como usted lo manifiesta y se pudo corroborar a través de 
las diligencias fiscales adelantadas, la Administración Municipal de Santiago de 
Cali,  emitió una serie de actos administrativos encaminados a obtener el pago de 
la obligación a cargo de los contribuyentes y para tal fin aplicó la cláusula 
aceleratoria a los contribuyentes que nunca pagaron, haciendo exigible el pago de 
la contribución, para lo cual como ya se dijo, actualmente cuenta con 23.283 
procesos de cobro coactivo iniciados mediante la emisión de mandamientos de 
pago, los cuales se encuentran debidamente notificados conforme al 
procedimiento establecido en el Estatuto Tributario del Municipio Decreto. No. 139 
de 2012, actos que gozan del principio de presunción de legalidad y son de 
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obligatorio cumplimiento mientras no hayan sido suspendidos o declarados nulos 
por la jurisdicción Contenciosa Administrativa.  
 
Es así como a diciembre 31 de 2016 la administración ha recaudado el 56,57% 
por ciento del total de predios que están gravados con la contribución como se 
muestra en el siguiente cuadro: 
 

CONCEPTO 
Nº de 

Predios 
% 

Participación 

Deudores morosos 
        

236.364  43,43 

Total Predios Cumplidos 
        

307.855  56,57 

Total Predios  
        

544.219  100,00 

 
 
En los anteriores términos damos respuesta de fondo a su derecho de petición. 
  
 
Atentamente,  
 
 
 
ALINA MARÍA ARÉVALO CLARO 
Directora Técnica Ante Administración Central   

 
Copia: Dra. Yuri Paola Molina Córdoba, Jefe Oficina de Control Fiscal Participativo. 

Carpeta Requerimiento. 


